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TEXTO ACTUALIZADO
ORDENANZA N° 2314-CM-12
DESCRIPCIÓN SINTÉTICA: DECLARACIÓN DE UTILIDAD PÚBLICA Y SUJETA A EXPROPIACIÓN FRACCIÓN INMUEBLE 19-2-H-H10-02B.
ANTECEDENTES

Ley Provincial 1015.

Decreto reglamentario 1325/2009.

Ley Nacional 21.499.

Constitución Nacional Art. 17.

Constitución Provincial Art. 90.

Carta Orgánica Municipal Art. 14, inc. 4.

Carta Orgánica Municipal Art.29, inc. 36, 45 – Art. 38, inc.4; 96; 191; 192; 193 .

Ordenanza 1594-CM-06: “Creación del Banco de Tierras”.

Ordenanza 908-CM-98.

Ordenanza 804-CM-97: “Adquisición de lotes Canale”.

Ordenanza 651-CM-96: Expropiación para la creación de Ruta de Circunvalación.

Ordenanza 1386-CM-04: Adquisición 34 hectáreas para lotes de interés social.

Ordenanza 1704-CM-07.

Ordenanza 2233-CM-11: Aprobación de boleto de compraventa de 42,5 hectáreas.

FUNDAMENTOS

El preámbulo de la Constitución Provincial fija como objetivo de los representantes del pueblo de la provincia los de “...garantizar el ejercicio universal de los derechos humanos sin discriminaciones... afianzar el goce de la libertad y la justicia social ... promover la función social de la propiedad...”. Asimismo el artículo 90 de la misma Constitución que, en consonancia con el artículo 17 de la Constitución Nacional, establece que “La propiedad y la actividad privadas tienen una función social. La expropiación por causa de utilidad pública debe ser calificada por ley previa y justamente indemnizada”.

La Ley Nacional 21.499 de expropiación fija el criterio de que “La utilidad pública que debe servir de fundamento legal a la expropiación, comprende todos los casos en que se procure la satisfacción del bien común, sea éste de naturaleza material o espiritual”.

En concordancia la Ley Provincial 1015 en su artículo 1º dispone “El concepto de utilidad pública comprende todos los casos en que persiga la satisfacción de una exigencia determinada por el perfeccionamiento social”.

Estos argumentos y normativa citada resultan el eje central de la presente e imponen la obligatoriedad del órgano municipal de intervenir en la situación actual respecto de parte de la población de nuestra ciudad y particularmente de las cooperativas “Viviendas Consumo y Servicios Liucura Ltda.”, “Sueños de Todos”, “Federación de Cooperativas Autogestionaria MOI Ltda.” y “13 de Mayo” quienes como consecuencia de la sanción de la Ordenanza 2233-CM-11 suscribieron boletos de compraventa en virtud del cual se les vendió a cada una de ellas  parte del inmueble adquirido por la citada norma.

No obstante ello y como es de público conocimiento previo a la sanción de dicha ordenanza el propietario del inmueble había manifestado expresamente por medio de carta documento 221462595 de fecha 13 de septiembre de 2011 su decisión resolutoria del boleto de compraventa suscripto en el mes de diciembre de 2010.

Sin perjuicio de ello y a pocos días de terminar el mandato el Departamento Deliberante decidió sancionar la cuestionada Ordenanza haciendo caso omiso de la manifestación de voluntad del propietario.

Dicha situación seguida de la venta de parte de esas tierras a las cooperativas mencionadas en párrafos precedentes  condujo a la efectiva toma de posesión por parte de éstas respecto de las parcelas  objeto de adquisición.

Ahora bien, desde la asunción de las actuales autoridades y ante la posición asumida por el vendedor del inmueble - quien desconoce validez y vigencia a la Ordenanza 2233-CM-2011 fundándose para ello en la antedicha rescisión- y en aras de principalmente solucionar el conflicto en que se ven involucradas las cooperativas afectadas, es que se iniciaron diversas conversaciones con el propietario que desembocaron en el inicio de un proceso judicial de mediación caratulado "MUNICIPALIDAD DE BARILOCHE C/ EILETZ CATALINA S/ Mediación" (Expte. Nº 0034-12).
No obstante ello y después de un desmedido esfuerzo que demandó la ardua negociación intentada por arribar a un acuerdo para efectivizar la operación inmobiliaria no resultó posible con motivo de ciertas exigencias del privado que tornaban imposible de cumplimiento las obligaciones impuestas a cargo del Municipio.

Por ello y en atención a la incuestionable necesidad actual de adquirir la parcela de 25 hectáreas, tendiente a brindar soluciones habitaciones a diversas familias de nuestra ciudad es que se torna obligatorio la declaración de utilidad pública y expropiación del referido inmueble.

En igual orden, dispone el art. 14, inc. 4, de la Carta Orgánica Municipal “Derechos…respetando el principio de la utilidad pública y la función social de la propiedad”.
En este sentido el artículo 38, inciso 4, de la Carta Orgánica Municipal expresa que se encuentran entre los deberes y atribuciones del Concejo Municipal el “Declarar de utilidad pública los bienes que consideren necesarios con la aprobación de los dos tercios del total de sus miembros”.

La decisión del Estado Municipal de generar medidas tendientes a solucionar la situación de familias de escasos recursos que habitan en calidad de ocupantes, es considerada como una de las misiones fundamentales para la atención de la mejora del hábitat y por ende de la calidad de vida de esta población, ello en concordancia con lo que ordena el artículo 29, inciso 36 que manifiesta la promoción del acceso a la tierra y a una vivienda digna, priorizando a los sectores de menores ingresos.

Dentro de las problemáticas sociales, hay una que consideramos estructural por el fuerte impacto negativo en la constitución de un hogar digno; nos referimos a la falta de tierra donde construir una vivienda.

Bariloche no escapa a esta situación y vemos cómo desde hace muchos años, numerosas familias no encuentran dónde vivir, y buscan espacios que llamaremos “de paso” hasta tanto encontrar una solución definitiva. Lamentablemente, la falta de una política global, sostenida y acorde a las necesidades de todos, llevó a que dichas familias se agruparan en diversos sectores, conformando barrios enteros sin la tenencia legal de la tierra, con la consecuente falta de servicios, equipamiento y caracterizadas por viviendas precarias (vivienda móvil, fácilmente desarmable ya que se está en un lugar “de paso”).

La realidad social nos refleja hoy de un modo devastador una crisis estructural en el sistema de acceso a la tierra y al hábitat social para los habitantes de nuestra ciudad de San Carlos de Bariloche. La falta de planificación y ordenamiento territorial, la carencia o insuficiencia de una adecuada política habitacional durante los últimos años y el desmedido incremento en los valores de los terrenos y alquileres, llevó a un aumento indiscriminado del número de familias con crisis habitacional, sin visos de solución en el corto y mediano plazo, situación que se viene manifestando a través de distintos estallidos sociales en masivas ocupaciones de viviendas y lotes, como así también en establecimientos de asentamientos irregulares en zonas no aptas para la urbanización e incluso en zonas de riesgos. 

He aquí otro de los graves inconvenientes que acechan a nuestra ciudad y provoca un impacto directo en la crisis habitacional como es la adquisición de tierras con fines estrictamente especulativos, tal el caso del predio que nos ocupa.

Así, no resulta menor resaltar que la parcela objeto de la presente es una parte menor de un lote de 136 hectáreas adquirido por su actual propietario en el mes de septiembre del año 2010 a un valor de dólares estadounidenses un millón cien mil (U$s 1.100.000) es decir a razón de ochenta centavos de dólar por metro cuadrado pretendiendo en la actualidad un valor de dólares cinco por metro cuadrado, ello sin haber introducido ni realizado acto alguno tendiente a la producción de la referida tierra, salvo claro está, su intento de comercialización obteniendo una desmesurada plusvalía por el solo paso del tiempo sin mejoras ni obras que valoricen el bien.

Ante ello el Estado debe actuar y aplicar medidas de alto voltaje pues de lo contrario se está premiando y alentando a un minúsculo y selecto grupo de particulares que lucran obteniendo enormes ganancias como consecuencia de la adquisición de inmuebles con el único objeto de  que incrementen su costo con el paso del tiempo y obras que realiza el Estado, todo ello en desmedro de la comunidad de habitantes de nuestra ciudad; en consecuencia es necesario poner coto a dichas prácticas que se encuentran en franca oposición de los intereses básicos de nuestra ciudad y el fin social de la tierra.

La problemática del acceso a la tierra, la vivienda y un hábitat digno, todo ello provocado en gran medida por la especulación inmobiliaria, genera fragmentación, exclusión social y más pobreza. En Estambul, Turquía, del 3 al 14 de junio de 1996, Boutros Boutros-Ghali, Secretario General de las Naciones Unidas, sostenía: “En los últimos 20 años, el mundo ha cambiado dramáticamente. Pero los problemas con que nos enfrentábamos en los años 70 no han sido resueltos. La pobreza, el hambre, la enfermedad, los desequilibrios poblacionales, la falta de equidad siguen a nuestro alrededor... Los asentamientos humanos, especialmente en las ciudades, son factores claves en las complejas ecuaciones cuyas premisas son el crecimiento y el desarrollo, los problemas ambientales, los derechos humanos y la erradicación de la pobreza…”

Hábitat II, ha sido una de las conferencias de las Naciones Unidas que han configurado el programa de desarrollo mundial para los próximos años. Dicha Conferencia elaboró un Plan de Acción Mundial -El Programa de Hábitat- en el que se recogen las directrices para la creación de asentamientos humanos sostenibles durante el siglo XXI, teniendo en cuenta su relación con el medio ambiente, los derechos humanos, el desarrollo social, los derechos de la mujer, la población y otros temas anejos. El Programa da una visión positiva de la urbanización, una en la que vivienda adecuada y servicios básicos, un medio ambiente sano y seguro, y el empleo productivo elegido libremente, son la regla y no la excepción. Reconociendo el impacto que la pobreza y la falta de acceso a la tierra y tenencia segura tienen, Hábitat II señaló las condiciones de vida como la causa principal de los conflictos sociales violentos y de la disminución de la seguridad personal. En una de sus acciones más significativas se llegó a un acuerdo sobre el derecho a vivienda adecuada, reconociendo la obligación fundamental que los gobiernos tienen de facilitar a las personas la obtención de vivienda y de proteger y mejorar los hogares y los vecindarios. Hábitat II dio también un nuevo impulso a la participación de los grupos de ciudadanos y del sector comercial privado en los procesos de toma de decisiones de la ciudad. Asimismo, alentó a los gobiernos nacionales a compartir su poder y sus recursos con las autoridades locales.

La Organización de las Naciones Unidas en su “Informe Anual 2006” cita allí como un derecho inalienable de todo hombre y su familia “el acceso a una vivienda digna, que adecuadamente lo preserve de las contingencias climáticas y le provea de condiciones sanitarias respetables” 

También la Organización Mundial de la Salud señala en su Anuario 2007 que “…entre los indicadores específicos de insuficiente desarrollo humano, existe uno en especial que ha alcanzado ribetes verdaderamente dramáticos: la carencia de vivienda mínimamente apropiada por parte de millones de personas en todos los continentes…”

El déficit habitacional en la ciudad de San Carlos de Bariloche es una realidad incontrastable. Su aumento progresivo y constante vuelve, al poco tiempo, obsoletos los estudios que cuantifican este déficit y obliga a políticas de Estado cada vez más agresivas y urgentes para responder al derecho vital de acceder a una vivienda digna.

Prueba de ello es la reciente ocupación del inmueble ubicado en el barrio San Francisco IV designado catastralmente como: 19-2-F-25-05; en dicho lote de aproximadamente 3  hectáreas se había elaborado un proyecto urbanístico en virtud del cual se obtenían 71 lotes cuyo fin era la reubicación de los vecinos que actualmente ocupan el denominado barrio INTA.

Dicho trabajo que demandó cuantiosas horas de trabajo y esfuerzo de varias áreas municipales se vio truncado por la referida ocupación de diversas familias que motivadas por la desesperación de no contar con una porción de tierra donde edificar su vivienda y verse marginadas del circuito comercial privado con motivo de los exorbitantes valores que se pretenden comercializar los lotes en la actualidad  deciden ocupar predios que indistintamente sean del Estado o particulares.

Idéntica situación a la descripta precedentemente acaeció en el lote designado catastralmente como: 19-3C-C10-01A, ubicado a la vera de la ruta 40 el cual también fue objeto de una ocupación por un grupo de ciudadanos de nuestra ciudad, obligando al órgano municipal a radicar la pertinente denuncia judicial, provocándose mayores padecimientos a los habitantes que como dijimos anteriormente empujados por la necesidad y falta total de esperanza de poder adquirir un lote, deciden por vías de hecho asentase en tierras ajenas.

En modo alguno se pretende justificar tal accionar y sólo se refleja una situación actual que obliga al Estado a dar una respuesta a tan acuciante problemática.

Por otro lado, tampoco resulta desconocida la numerosa ocupación del predio ubicado en el Barrio San Francisco IV designado como: 19-2F-025-04 de aproximadamente 20 hectáreas, el cual -amén de ser privado- fue objeto de una masiva toma en el transcurso del año 2011 provocando como consecuencia que en la actualidad se encuentren asentadas innumerable cantidad de familias viviendo en condiciones irregulares y de absoluta precariedad por no poder contar con los servicios básicos que hacen a una sociedad digna y equitativa. 

Promover el acceso de las personas a una vivienda digna es una política definida por el Estado Nacional. Numerosos antecedentes demuestran que el Municipio de Bariloche históricamente ha promovido con diversas medidas estas políticas, con la cesión o adquisición de tierras para la construcción de viviendas, facilitando la regularización dominial y fijando parámetros urbanísticos adecuados. En el año 1992 se creaba por ordenanza municipal el Fondo para la Vivienda, antecedente del Instituto Municipal de Tierra y Vivienda para el Hábitat Social, decidido por la Carta Orgánica Municipal e instaurado en el año 2008 con el objeto específico de concentrar y organizar las políticas para la solución del déficit habitacional.

La Carta Orgánica Municipal, Capítulo III, artículo 191) señala que “La Municipalidad promueve el acceso a una vivienda digna, coordinando con los gobiernos provincial y nacional programas para su concreción. Asegura su distribución equitativa, con especial atención a los sectores de menores recursos. Planifica y ejecuta políticas de vivienda, su infraestructura de servicios y equipamiento social, procurando los mecanismos para la financiación y la participación de los interesados”.

Por su parte el Art. 193) del citado cuerpo normativo dispone: “Créase el Banco de Tierras Municipal que estará constituido por los inmuebles existentes que se afecten al mismo y los que se adquieran por compra directa, expropiación, cesión, permuta, donación y toda otra forma de adquisición del dominio. Se destinan a programas de equipamiento comunitario, ampliación y generación de espacios verdes, infraestructura de servicios, viviendas y loteos de interés social y los que prevea el Plan Estratégico e Integral de Desarrollo”. 
El incremento del déficit habitacional y las amplias consecuencias que acarrea, ha obligado al Municipio en los últimos años a tomar medidas enérgicas y expeditas. Atendiendo a la responsabilidad que le cabe, el gobierno municipal declaró la emergencia habitacional en el ejido de San Carlos de Bariloche mediante la Ordenanza 1825-CM-08, refrendada y extendida en el año 2009 por el Concejo Municipal, por la Ordenanza 1971-CM-09. En virtud de esta declaración se constituyó un régimen excepcional de funcionamiento de la Administración Municipal con el objeto de facilitar y acelerar el proceso de adopción de soluciones eficaces y eficientes a la problemática inmediata de la falta de acceso a la tierra y la vivienda para el hábitat social. Esta ordenanza exige al Departamento Ejecutivo Municipal a recurrir a todos los recursos del Estado, administrativos, técnicos, económicos y políticos para abordar la problemática del hábitat social “a fin de encausar la situación de verdadera necesidad habitacional que hoy padecen miles de familias barilochenses”.

Por todo ello es que se torna de una necesariedad incuestionable sancionar la presente ordenanza expropiatoria de las referidas 25 hectáreas cuyo destino será destinarlas a loteo social con el objetivo de solucionar los problemas habitacionales de familias de nuestra ciudad que el comercio privado motivado por la especulación ha marginado por completo, relegando toda esperanza de un sinnúmero de habitantes de acceder a un lote donde edificar su hogar.
AUTORES: Concejales María Eugenia Martini, Alejandro Ramos Mejía y Ramón Chiocconi (PJ).

El proyecto original Nº 114/12, con las modificaciones introducidas, fue aprobado en la sesión del día 21 de junio de 2012, según consta en el Acta Nº 986/12. Por ello, en ejercicio de las atribuciones que le otorga el Art. 38 de la Carta Orgánica Municipal,

EL CONCEJO MUNICIPAL DE SAN CARLOS DE BARILOCHE

SANCIONA CON CARÁCTER DE 

ORDENANZA

	Art.  1°) 
	“DECLARACIÓN DE UTILIDAD PÚBLICA: Se declara de utilidad pública y sujeta a expropiación una fracción de 265505.94 m2 que se desprenderá del inmueble designado catastralmente 19-2-H-H10-02B, que se encuentra individualizada mediante plano que como Anexo I forma parte de la presente y de acuerdo a la mensura a realizarse por el área correspondiente del Departamento Ejecutivo Municipal”. 
(Artículo modificado por art. 1° Ordenanza 2318-CM-2012)


	Art.  2º)
	SUJETO EXPROPIANTE: Será sujeto expropiante la Municipalidad de la ciudad de San Carlos de Bariloche, a cuyo cargo estarán los gastos que demande la presente expropiación.



	Art.  3º)
	“Destino: el expropiado se incorpora al Banco de Tierras Municipal, cuyo destino será exclusivamente el desarrollo de loteos de carácter social. Siendo posteriormente adjudicado en venta con ese carácter a las cooperativas “Viviendas, Consumo y Servicios Liucura Ltda”; “Sueños de Todos”; “Federación de Cooperativas Autogestionaria MOI Ltda. y “13 de Mayo”; y el remanente a dar soluciones habitacionales a personas incriptas en el registro de demanda del Instituto Municipal de Tierra y Vivienda para el Hábitat Social.
(Artículo modificado por art. 3° Ordenanza 2406-CM-2013)


	Art.  4º)
	MENSURA: Se autoriza la realización de la mensura del predio de origen y de la nueva fracción a crearse con motivo de la expropiación, por el área municipal pertinente y/o quien éste designe. Los gastos que demande el cumplimiento de la presente expropiación estarán a cargo del sujeto expropiante quien además queda facultado a través del Intendente Municipal para realizar los trámites y gestiones pertinentes ante organismos provinciales o nacionales a efectos de efectuar las inscripciones de mensuras y planos que se originen como consecuencia de la presente expropiación. Las medidas definitivas del inmueble expropiado surgirán del plano de mensura de fraccionamiento que realizará el área municipal pertinente y/o quien éste designe a ese efecto. 



	Art.  5°)
	FONDOS AFECTADOS PARA LA EXPROPIACIÓN: Los fondos que demande la presente expropiación deberán reflejarse en las partidas presupuestarias correspondientes.


	Art.  6º)
	Comuníquese a la Legislatura de la Provincia de Río Negro a fin de que proceda con la mayor celeridad que el caso requiere, a los fines previstos en el artículo 2º, Título I de la ley 1015 y sus modificatorias para que sancione la ley que declare la utilidad pública.



	Art.  7º)
	Se aprueban el “Detalle de Superficie a Expropiar” y el “Croquis de Ubicación – Curvas de Nivel” que se adjuntan y forman parte de la presente como anexos VI y VII, respectivamente.


	Art.  8°) 
	Comuníquese. Publíquese en el Boletín Oficial. Tómese razón. Cumplido, archívese.



ORDENANZA N° 2314-CM-12

ANEXO II

COOPERATIVA VIVIENDAS, CONSUMO Y SERVICIOS PÚBLICOS LIUCURA LTDA.

	APELLIDO Y NOMBRE


	DNI

	ÁLVAREZ VANINA PAOLA
	33.280.371

	ANDINO CARLOS ALBERTO
	41.193.256

	ANTIPAN NÉSTOR JAVIER
	24.828.690

	ANTUNEZ ZULMA
	16.648.653

	BARRÍA ALVARADA JOSÉ LUIS
	31.244.476

	BASCUÑAN EDUARDO GERMÁN
	31.552.290

	CARCAMO ROBERTO LUIS
	23.082.677

	CRESPO FÉLIX RICARDO
	28.669.576

	CURILEO CARLOS ALBERTO
	32.574.032

	CURILEO DIEGO ADAN
	34.485.406

	DIAZ CÉSAR ANDRÉS
	25.256.961

	FIGUEROA GUSTAVO LUIS
	25.115.830

	GALLARDO FLAVIA JOANNA
	32.320.657

	GALELGOS MARCOS ALEJANDRO
	30.784.479

	GONZALEZ SOTO CELESTINO
	92.041.188

	GONZALEZ VELASQUEZ BERTA DEL CARMEN
	18.759.950

	GUTIÉRREZ SEBASTIÁN ARIEL
	28.442.134

	HERRERA JOSÉ FEDERICO
	22.917.791

	INFANTE DIEGO MIGUEL
	29.058.825

	LISAZU JAVIER TOMÁS
	33.387.288

	LISAZU LUCIANO ROBERTO
	31.943.025

	MUÑOZ LUIS ROBERTO
	32.056.205

	NAVARRO DIEGO MARTÍN
	29.583.846

	ÑANCO NILDA DEL CARMEN
	27.965.340

	ÑANCOCHEO HÉCTOR HUGO
	29.584.089

	PAULONI OSCAR ANTONIO
	17.101.941

	PEREZ MAURO DANIEL
	33.387.305

	PINDA DANIEL ALEJANDRO
	27.965.512

	PINDA JUAN PABLO
	28.932.618

	ROSAS DIEGO ALBERTO
	33.205.551

	SALDIVIA MANSILLA RAMÓN SEGUNDO
	93.355.072

	SAMBUEZA LUIS ALBERTO
	25.599.796

	SILVA RAÚL ARMANDO
	26.469.235

	VERA LUIS ALBERTO
	28.212.855


ORDENANZA N° 2314-CM-12

ANEXO III

SUEÑO DE TODOS / FTV

	APELLIDO Y NOMBRE


	DNI

	ROGEL, PEDRO HUMBRETO
	32.574.600

	SANDOVAL, MAURICIO ESTEBAN
	29.280.210

	GARCES VELOSO, MIGUEL ANGEL
	92.706.564

	GRANIZO, ANGEL
	7.327.312

	ANGULO, JUAN PABLO
	33.918.340

	ALVARES ORELLANA, JUAN CARLOS
	92.698.858

	ANGULO, JOSE LUIS
	32.574.603

	MERCADO, VICENTE ARIEL
	26.771.744

	BUSTOS VILLEGAS, MARCIA ELIANA
	92.853.386

	NIEVA, GUILLERMO WALTER
	26.072.389

	MAIDANA, JUAN LUIS
	32.828.534

	ABZOREBA, CRISANTO EZEQUIEL 
	34.721.552

	CARRILAF, JAVIER ISMAEL
	31.083.350

	CURUNAO, CAROLA FERNANDA
	29.280.211

	RIQUELME, SIXTO ARTURO
	26.872.803

	ANZORENA, CARLOS WALTER
	28.517.520

	HERNANDEZ, JAVIER EDGARDO
	26.726.651

	BALDERRAMA, MAGALI LEA
	31.943.399

	ASCENCIO AGUILAR, JACQUELINE MARGARET
	92.820.208

	PARRA, GUILLERMO MATIAS
	28.212.749

	GONZALEZ, JORGE ANTONIO
	24.469.767

	COLILAF, JOSE LUIS 
	33.387.203

	PAREDES, AYELEN MALEN
	33.658.388

	CACERES, MAXIMILIANO EMMANUEL 
	35.595.804

	OTERO, SILVIA LAURA
	32.573.907

	CURIPAN, MARIA OLGA
	13.714.216

	ALZAGA, DAVID EMANUEL
	33.337.428

	FERRARI EDUARDO MARTIN
	26.569.587

	PALMAS, GLADYS NOELIA
	32.744.555

	PICHUNLEO, FERNANDO HORACIO
	29.428.738

	VILLAROEL TELLECHEA, ISABEL PAULA
	27.509.653

	LEMUS FRIAS, LUIS MARCELO
	32.574.239

	HANECK, GUILLERMO NICOLAS
	26.081.559

	MILLATRUZ, IRIS PAMELA
	30.753.376

	SCHWERTER SANDOVAL, PABLO ARIEL
	33.387.148

	HERNANDEZ, ROLANDO EUGENIO
	28.577.725

	CALDERON, CARLOS ALBERTO
	12.912.738

	ANCATRUZ, NELIDA MATILDE
	28.836.641

	SOTO SOTO, LILIANA ROSITA
	18.769.042

	REINAHUEL, HORACIO NESTOR
	25.115.732

	GONZALEZ BENITEZ, CRISTINA 
	18.741.345

	GOMEZ PEREZ, VICTOR HUGO
	92.518.457

	PEREZ, IVAN OSVALDO
	29.452.580

	BUSTOS, LORENA BEATRIZ
	31.515.588

	CAÑUMIL, CAROLA
	25.402.564

	RANTUL, VERONICA ISABEL 
	26.136.239

	VILLALOBO, CHRISTIAN REINALDO 
	22.863.192

	FELDICH, WALTER MAURICIO
	29.940.641

	MIGUEL, ADALBERTO JAVIER
	33.658.465

	ANTILAF, PABLO EDUARDO
	30.479.614

	PIGNON, CRISTIAN CARLOS
	30.875.005

	CERDA, MARIELA ANDREA DE LAS NIEVES
	27.509.649

	MERINO, JAVIER
	26.645.820

	CUSICHE, JOAQUIN MARTIN
	27.884.758

	PINILLA, ELENA
	17.065.486

	SOSA, MARIO ADRIAN
	20.880.615

	ZABALA, CARLOS GREGORIO
	17.061.755

	CARDENAS, CARLOS EMANUEL
	28.212.847

	ALVARADO ROEDIGER, ALEXIS OSVALDO
	29.940.919

	ROEDIGER, NOEMI MÁXIMA
	12.225.621

	TOLEDO, JAVIER ANTONIO
	27.509.530

	SANDOVAL, CARLOS ARGENTINO
	10.985.923

	BASTIDAS, CLAUDIA ALEJANDRA
	30.784.078

	OCAMPO, DIEGO
	28.707.226

	HERNANDEZ, GUSTAVO
	27.255.477

	JOVES, JONATAN ALBERTO
	32.574.811

	MORAN, MATIAS LEONARDO 
	28.289.209

	NAVARRO ALVARADO, VALERIA SILVANA
	27.255.320

	PUJOL, RAMON RICARDO
	25.605.005

	PARRA, NELIDA VANINA
	33.918.475

	CACERES, SILVA
	27.435.019

	PIGNON-CAMIQUIL
	34.347.426

	CISTERNA, ANA MARIA
	30.134.051

	WIERIENICZ, VIVIANA
	16.202.297

	BALDERRAMA, CAROLINA
	28.836.122

	BALDERRAMA, IVANA
	30.391.974

	MENA, MICAELA
	33.205.602

	GALLARDO, CRISTIAN
	27.694.458

	CURIPAN, MARIANA FLORA 
	18.743.105

	PARADA, ANGELINO
	7.819.685

	PAINEFIL, HUGO
	27.489.072

	SIMINOF-VICARRA
	26.349.201

	ZABALA-BAEZ
	35.817.791

	PARADA, YOHANA MALEN
	35.077.066
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ANEXO IV

FEDERACIÓN M.O.I. / COOPERATIVA DE VIVIENDAS LA PIONERA PATAGÓNICA

	APELLIDO Y NOMBRE


	DNI

	AGUILA FERNÁNDEZ MARIO ENRIQUE
	30.479.940

	ALDERETE MONSALVE LUIS ALEJANDRO
	92.784.448

	ALVARADO JAVIER ALBERTO
	28.932.851

	ANDRES MARCELA AIDA
	18.670.465

	GARCÍA MOSQUERA JOHN HELADIO
	14.478.875

	ANIÑIR FRANCISCA
	6.645.235

	ANTIMIL LUCIANO JUAN MANUEL
	31.351.281

	ASENCIO HERRERA MARÍA EUGENIA
	92.813.761

	BARRAGÁN LEANDRO ALBERTO
	5.390.136

	BETANCOURT CECILIA SUSANA
	13.714.027

	BOH MATÍAS ALEJANDRO
	33.034.143

	CABRERA CALDERON JUAN CARLOS
	94.310.076

	CATRILEF EDGAR ALEJANDRO
	23.831.134

	NILO SAAVEDRA CAROLINA EVELIN
	35.074.691

	COMPAY HUGO ALBERTO
	21.927.932

	DÍAZ ERIKA BELÉN
	28.854.379

	DÍAZ LINDOR JOSÉ
	31.055.984

	DÍAZ LUCAS MATÍAS
	32.157.252

	DURAN MELANIA NATALIA
	25.825.531

	FERNÁNDEZ CARINA ALEJANDRA
	30.793.928

	GALLARDO MARIO FERNANDO
	12.225.598

	HENRIQUEZ BARRÍA SEBASTIÁN
	34.714.601

	INOSTROZA MARÍA ELENA
	34.347.133

	NARAVAITIS EDMUNDO
	11.428.934

	LEON VALERIA VANESA
	28.118.987

	LOSA MIRTA SUSANA 
	6.410.754

	LUQUE CLARA
	30.385.183

	MALIQUEO PAOLA LORENA
	34.714.476

	MARIN SONIA LETICIA
	27.255.154

	MARIN SUSANA ELIZABETH
	25.402.574

	MARMOL SILVINA PATRICIA
	28.812.396

	MOULLIN JUAN CARLOS
	13.990.506

	MOYANO RUTH EMILCE
	18.573.523

	MUSSO MARÍA DE LOS ÁNGELES
	33.920.262

	NAHUELPAN VIVIANA ELISABETH 
	27.965.579

	OLGUIN CLAUDIA GRACIELA
	21.021.724

	ORTIZ CÉSAR GERARDO
	12.285.524

	OYARZUN MOLINA VERÓNICA CECILIA
	93.532.190

	PAREDES VANESA NOEMÍ
	30.479.910

	PEINEPIL MIRTA GRACIELA
	14.837.395

	POJOMOVSKY TORRES JAVIER ÁNGEL
	93.086.325

	PORTO MARINA CRISTINA
	35.593.264

	APELLIDO Y NOMBRE


	DNI

	REY ANA MARÍA
	11.612.006

	RIVERO ERIKA ELIZABETH
	32.574.469

	RODRÍGUEZ JAIRO JAVIER
	33.924.504

	RODRÍGUEZ ROXANA MABEL
	30.173.331

	SALAZAR PATRICIA EVANGELINA
	25.115.766

	URIBE SEBASTIÁN 
	32.699.800

	VELÁSQUEZ CASTILLO GIMENA SOLEDAD
	34.347.342

	VELÁSQUEZ CASTILLO JESSICA ANDREA
	29.428.600

	VELÁSQUEZ CASTILLO LAURA VANESA
	34.019.950

	VIDAL DAINA LOURDES
	36.809.121

	PAINEFIL ROXANA
	31.515.344

	MARDONES ROSA ESTER
	17.451.197

	GALLARDO LUCAS GABRIEL
	32.574.147

	LÓPEZ AGUILO JUAN CARLOS
	17.962.383

	GONZÁLEZ FRANCISCO JAVIER
	93.170.967

	VELÁSQUEZ CASTILLO LAURA
	34.019.050

	MARTÍNEZ VILLA MARA
	32.392.053

	CORTEZ GERARDO
	29.941.210

	DE HARO NAHUEL
	34.714.479

	ZURANO NATALIA
	34.019.960

	SAMBUEZA ALEJANDRA
	26.387.546

	BAYGAVUZZO SACHA
	35.643.381

	ZUÑIGA JORGE 
	93.867.341

	POZZI ALEJANDRO
	21.388.873

	NAVARRO DENIS NAVARRO
	92.740.926

	ZURANO DIEGO
	36.352.454

	PICHIÑANCO CELIA MABEL
	14.245.848
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ANEXO V

COOPERATIVA DE VIVIENDAS 13 DE MAYO

	APELLIDO 


	NOMBRE
	DNI

	MESTICA
	GUSTAVO
	28.213.044

	PAILLALEF
	MARÍA
	24.828.643

	IGNACIO
	NATALIA
	27.965.426

	RODRÍGUEZ
	RAMÓN LORENZO
	14.026.624

	PLATAS
	MARIA
	25.402.589

	MAMANI
	VALERIA
	20.964.365

	HEREDIA
	ALEJANDRO G
	36.611.220

	BURGOS
	MACARENA
	28.212.906

	DEL CASTILLO
	M ANDREA
	34.714.599

	LEMA
	MIGUEL
	37.763.452

	LEUQUEN MAYORGA
	ALICIA
	92.448.037

	LEUQUEN MAYORGA
	JOVA
	92.448.034

	GRAPASONNO
	JORGE HUGO
	11.043.849

	GARCÉS
	YOEL
	26.571.851

	DUALDE
	GUSTAVO
	21.063.406

	PRIETO 
	HAYDEE
	5.160.841

	ÁLVAREZ
	LADISLAO
	94.233.616

	NOGUERA 
	FÁTIMA
	31.786.449

	PICUNTUREO
	CINTIA
	34.721.847

	GARCÍA
	ANTONIA
	26.530.325

	HERNÁNDEZ 
	SEBASTIÁN
	30.134.218

	HERNÁNDEZ
	FABIÁN (SERGIO)
	30.134.219

	VERA VARGAS
	INÉS
	92.808.494

	GUAJARDO 
	WALTER
	26.469.172

	ARRIX
	JOSÉ LUIS
	16.644.189

	VARGAS
	MARCELO
	20.679.491

	ARRIAGADA
	RUTH
	28.213.180

	DÍAZ
	SILVANA
	27.255.253

	DÍAZ
	ROSA ELIZABETH
	31.943.310

	QUIDEL 
	GREGORIO
	10.185.302

	SOSA 
	DANIEL
	13.769.396

	TOROS 
	EZEQUIEL
	17.995.273

	JARAMILLO
	ROSA ELIZABETH
	18.304.884

	IMMEDIATA
	CLARA ESTRELLA
	9.986.876

	CARABAJAL
	ROSA ROMINA
	34.154.447

	SANDOVAL
	CECILIA
	29.428.756

	GONZÁLEZ 
	LIDIA
	14.245.747

	MILLAQUEO
	JUAN JOSÉ
	25.599.613

	SEPÚLVEDA
	JOSÉ MARÍA
	37.949.449

	CATALÁN
	ROSA BEATRIZ
	24.071.357

	BRAVIL
	SANDRA BEATRIZ
	29.926.999

	CORNEJO
	CARLOS
	23.997.730

	PALMA
	JAVIER
	26.645.707

	APELLIDO 


	NOMBRE
	DNI

	GARCÍA
	GABRIEL ENRIQUE
	35.071.338

	PARRA
	LEANDRO FABIÁN
	20.938.804

	GARCÍA
	GUSTAVO DAVID
	33.123.433

	PENRO
	JOSÉ JAVIER
	32.320.943

	ABURTO
	CARMEN MARÍA
	31.083.605

	ALTAMIRANO
	OMAR NORBERTO
	18.100.673

	ANDINO 
	MIGUEL ÁNGEL
	25.057.654

	ANTUNAO
	MARTA ELENA
	23.082.772

	ARCOS OJEDA
	ROXANA ALEJANDRA
	33.658.464

	ALVARADO GALLARDO
	MIRTA EDITH
	93.250.878

	BARRÍA
	RUBÉN OSCAR
	24.260.210

	CALISTRO
	VALERIA
	28.932.697

	CASTRO
	ADRIÁN ALBERTO
	28.236.609

	CARBALLO
	SANDRO ARIEL
	21.780.097

	CARDOZA MONTECINOS
	HERNÁN ROLANDO
	93.587.811

	CARRASCO
	VILMA ISABEL
	13.982.608

	CHEUQUIAN
	ARMANDO
	13.332.517

	CORDERO
	MARCELINO
	7.594.376

	CÓRDOBA
	JORGE LUIS
	23.856.200

	CUICUI
	JUAN ELIAS
	31.939.393

	DÍAZ
	DIEGO SEBASTIÁN
	26.368.859

	DUCKWEN
	JORGE ERWIN
	28.514.376

	EGGERS
	MARÍA BELÉN
	33.530.759

	ELISONDO
	CLAUDIO DAVID
	25.261.420

	ENRIQUE 
	MARÍA EUGENIA
	17.936.163

	ERRAZTI
	ELENA ESTER
	5.210.452

	FABIÁN
	JORGE EUGENIO 
	21.877.192

	GARRIDO
	DIEGO ALBERTO
	29.212.248

	GUZMÁN
	SANDRA VERÓNICA
	24.557.029

	GUZMÁN SOTO
	CRISTINA SOLEDAD
	29.584.053

	HERNÁNDEZ
	JOSÉ MARTÍN
	26.387.579

	IBÁÑEZ SCHWEBLIN
	JAVIER LEÓN
	26.489.694

	JARAMILLO
	MANUELA ALEJANDRA
	27.965.422

	LATORREZ OJEDA
	ARIEL RUBÉN
	29.428.638

	LATORREZ OJEDA
	FÉLIX RODRIGO
	25.599.662

	LATORREZ OJEDA
	VALERIA INGRID
	26.081.746

	LEIVA
	DANIEL CÉSAR
	28.213.012

	LORCA
	VÍCTOR HUGO
	28.000.079

	MAIDANA
	PAOLA ADRIANA
	25.599.595

	MARTÍNEZ
	ERNESTO GERMÁN
	26.951.759

	MARTÍNEZ 
	IVANA MABEL
	29.584.006

	MOLINA
	HERNÁN
	22.840.299

	MONTES
	MATÍAS JAVIER
	32.574.135

	NEIRA
	MARÍA VICTORIA M.
	29.159.046

	NOCEDA
	MARCOS ARIEL
	22.314.050

	NÚÑEZ
	MARTÍN EZEQUIEL
	34.142.656

	ORBEGOZO
	DANIEL ANÍBAL
	12.990.353

	PALLALEU
	NORMA AZUCENA
	17.451.430

	APELLIDO 


	NOMBRE
	DNI

	PAREDES MIRANDA
	MYRIAM PAMELA
	26.645.913

	RECIO
	GILDA DEL CARMEN
	12.727.270

	REYES
	OLGA ALICIA
	24.860.242

	RIQUELME
	CECILIA SOLEDAD
	25.655.799

	ROA
	NORMA BEATRIZ
	27.255.177

	SÁNCHEZ
	PAULA EDITH
	31.056.642

	SENN
	LILIANA ORQUÍDEA
	11.056.642

	SOTO VARGAS
	ÁNGEL PATRICIO
	92.352.804

	SUÁREZ
	HÉCTOR HERNÁN
	26.872.871

	SUÁREZ
	MARÍA XIMENA
	25.655.717

	VERGARA
	JORGE MARCELO
	29.428.574

	AGUILAR VILLEGAS
	LUIS MIGUEL
	32.699.703

	CARRASCO
	WALTER JAVIER
	30.134.377

	AGUILAR VILLEGAS
	VIVIANA ADRIANA
	26.951.985

	GALVEZ
	ROSANA ELISABETH
	30.134.288

	BANCALA
	JUAN MARCOS
	31.066.226

	HUENTENAO
	GLORIA INÉS
	26.872.899

	CASTILLO GUZMÁN
	SERGIO ALEJANDRO
	35.593.101

	GUZMÁN OYARZO
	HERNÁN BEXEDIER
	92.547.687

	OYARZO GALINDO
	CHRISTOPHER JOSÉ
	94.595.741

	VEDOTA
	SILVANA
	29.547.666

	ROJO
	NÉLIDA SUSANA
	11.803.598

	LEMA 
	SERGIO
	35.818.069

	SIFUENTES
	GASTÓN ADRIÁN
	30.391.983

	GONZÁLEZ
	LEANDRO AGUSTÍN
	31.943.232

	PRIETO 
	HAYDEE
	5.160.841

	DÍAZ
	MIGUEL ÁNGEL
	17.451.102

	OSE
	ANGÉLICA BEATRIZ
	31.515.479

	GONZÁLEZ
	VICTORIA ANAHÍ
	35.077.317

	CHANDÍA
	CRISTINA
	23.299.324

	PAILLALEF
	MARÍA CRISTINA
	24.828.643

	INOSTROZA
	MÓNICA ALEJANDRA
	26.872.807

	ORTEGA
	HERMENEGILDO
	14.759.679
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